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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensora pública, contra la sentencia de condena proferida el día nueve (9) de agosto-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Enseñan los registros, que el día diecisiete (17) de junio del año que avanza, a eso de las 7:00 p.m., en la vía que del sector Naranjitos conduce al paraje de Miraflores en la Ciudadela Cuba de esta capital, el aquí procesado con un arma blanca y en compañía de otro individuo aún no identificado que tenía en su poder un arma de fuego, amenazaron al conductor de la buseta No 5 de la empresa Urbanos Pereira y le hurtaron la suma de $100.000.oo producto de su trabajo.
No contentos con esa suma, el aquí comprometido “tiró nuevamente a herirlo con el arma que portaba para que les entregara más dinero”, momento en el cual el conductor logró reaccionar y aprehendió al agresor dejándolo a disposición de las autoridades de policía. El copartícipe logró huir con el dinero. Se hace constar: “que la víctima se muestra temerosa no sólo por el hecho en sí, sino por las amenazas que el imputado le profiriera en el momento en que lo conducía ante las autoridades, hasta llegar a renunciar a su empleo por temor”. 
1.2.- Por lo anterior, la Fiscalía le imputó al indiciado ante el Juez de Control de Garantías el cargo como coautor en un delito de Hurto Calificado y Agravado al tenor de los artículos 239, 240 numeral 2º y artículo 241 numeral 10 del Código Penal, con el incremento al que se refiere el artículo 14 de la Ley 890 de 2004. Imputación que fue ACEPTADA por el implicado en forma libre, voluntaria, debidamente informada y asistido por un profesional del derecho. 
1.3.- Por ese allanamiento, el caso pasó ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta capital, autoridad que dio por concluido el trámite con la declaración de responsabilidad penal, seguida de la imposición de una pena privativa de la libertad equivalente a nueve (9) meses de prisión, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal. Le fue negado el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo mismo que el sustituto de la prisión domiciliaria. No hubo lugar al cobro de perjuicios habida consideración a que la víctima fue indemnizada en su integridad. 
1.4.- La defensora pública no estuvo de acuerdo con los términos en que fue proferido el fallo y lo impugnó. Es la razón para que los registros fueran enviados a esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensora –recurrente-
Nos dice la parte recurrente, que no está de acuerdo con la forma en que se dosificó la pena en el presente asunto; afirmación que sustenta en lo siguiente:
(i) Es verdad lo de haber sido capturado en flagrancia y que por tal motivo no tiene derecho al descuento máximo del 50%; pero también es cierto que si su representado no admite la imputación se hubiera activado el deber de investigación del Estado y esto hubiera ocasionado un desgaste innecesario. Por ello, estima que para hacer justicia se le debería conceder un 47% o un 45%, por cuanto el 40% que del que habló la Jueza de instancia no es un porcentaje proporcional al momento procesal en el cual se hizo el allanamiento a cargos. Igualmente soporta su pretensión, en el hecho de ser ese 40% una cantidad muy cercana al 33.33% que corresponde a una aceptación después del escrito de acusación, en consecuencia, no la considera equidistante porque se le está equiparando a aquellas aceptaciones que suceden muy próximas a la referida acusación.
Para ese efecto, solicita del Tribunal tener en consideración los principios de proporcionalidad, necesidad y ponderación en la imposición de la pena.

(ii) Al hacer un recuento de la forma como la Jueza edificó la dosificación punitiva, hace notar que no fue acertada la forma de proceder por cuanto al decir de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la disminución de pena a la que tiene derecho su representado por la reparación a la víctima, es una actitud posterior al delito y por lo mismo debe deducirse luego de establecerse la pena imponible y no antes; esto es, opera una vez hecha la individualización de la sanción fijada por la ley. De igual manera, esa rebaja debe efectuarse luego del descuento del “hasta el 50%” por la aceptación de cargos y no antes.
Al no cumplirse con ese orden, se dio lugar a la imposición de una pena superior a la que realmente le correspondía. 

2.2.- Fiscal -no recurrente-

Comienza su exposición con un relato de los hechos expuestos por el perjudicado, para destacar que la Jueza de conocimiento tiene razón en su análisis cuando hace alusión a la forma en que ocurrió la captura y al hecho de haber tenido el aquí acusado un arma blanca en su poder durante la ejecución del latrocinio. 
En lo que tiene que ver con el motivo del recurso, refirió que el despacho hizo lo propio al momento de dosificar la pena y al respecto no existe reparo alguno. La falladora se ubicó en el cuarto mínimo lo cual es correcto por ausencia de circunstancia de mayor punibilidad y con fundamento en el artículo 61 no partió del mínimo sino de un monto superior, lo cual también está ajustado a la realidad. 
Es atinado lo del precedente jurisprudencial en cuanto tiene que ver con la no aplicación del 50% en aquellos eventos en los cuales ha operado la captura en flagrancia; luego entonces, si aquí se dio esa captura en el momento de la comisión del hecho, hay lugar a no conceder ese máximo descuento. Al no existir un preacuerdo, ese porcentaje quedaba al libre criterio de la falladora.
También es cierto que por el hecho de la aceptación se dio un ahorro investigativo, pero es la Juez quien debe ponderar y así lo hizo. En conclusión, la dosificación de la pena fue correcta y debe ser confirmada por esta Sala de Decisión.
3.- La Decisión

Conocerá el Tribunal del fondo del asunto, por no hallar desconocimiento de los componentes del debido proceso, tanto en su parte estructural como de garantías a los sujetos procesales, en particular del acusado quien se allanó a los cargos desde un primer momento y dio lugar a que el trámite finiquitara en forma anticipada. 
No hay discusión alguna en torno a la configuración del hecho punible, ni tampoco se pone en entredicho la intención de realizarlo, unido a la conciencia de antijuridicidad en cabeza del imputado, quien no dudó en despojarse de sus derechos a la no autoincriminación, a la presunción de inocencia y a controvertir las pruebas en juicio público, con la consiguiente evitación de desgaste a la Administración de Justicia. En esos puntos básicos, hay coincidencia.

Como se recordará, el debate se concentró en el tema de la punibilidad, pero más propiamente lo que debe definir el Tribunal se refiere a dos subtemas que podemos dejar consignados de la siguiente manera: (i) si hay lugar a exigir un mayor descuento del 40% ya concedidos por la primera instancia, con fundamento en que a pesar de haberse presentado la flagrancia, de todas formas la admisión de cargos se efectuó en la primera salida procesal del justiciable; y (ii) si hubo fallas en el la labor dosimétrica por parte de la primera instancia; en particular, por el orden en que se hicieron los descuentos por acogimiento a los cargos y por reparación integral a la víctima.
Porcentaje de descuento por aceptación de cargos 

Se trata entonces de establecer en esta ocasión, si la disminución de pena en un 40% como lo hizo la Jueza de primer grado y no en una proporción mayor como lo esperaba la defensa, es una determinación ajustada a derecho, o, por el contrario, desborda el marco de ponderación que se encuentra preestablecido para una situación como la que es materia de juzgamiento.

Lo primero a decir es algo que ya mencionaron ambas partes confrontadas, y tiene que ver con la no posibilidad de conceder ese máximo de descuento (50%) cuando se presenta la captura en flagrancia, porque desde hace ya bastante tiempo la línea jurisprudencia giró en esa dirección, en atención a que en esas circunstancias altamente comprometedoras para el infractor de la ley penal, al Estado no le reporta un mayor ahorro en el desgaste de su aparato judicial.

El argumento lo ha acogido este Tribunal básicamente porque contiene en su trasfondo una carga de razonabilidad importante, no otra que comparativamente debe existir una diferencia entre aquél que admite los cargos sin haber sido sorprendido en flagrancia y por su mera liberalidad desea evitar ese mayor desgaste investigativo al Estado; que aquél otro sorprendido en tan apremiante condición que por sí misma ya abona el terreno hacia la comprobación de su compromiso delictual.

Los planteamientos traídos a la sustentación del recurso por la defensa para lograr un mayor descuento por ese concepto, son llamativos y comprensibles, porque utiliza a su favor el hecho de haberse dado la aceptación desde un primer momento y lo complementa con un elemento comparativo consistente en que de todas formas la disminución no podía ser inferior al 33.33% que es lo que corresponde a aquellas aceptaciones de cargo que ocurren con posterioridad a la presentación del escrito de acusación; es decir, que al final lo que se le reconoció por la falladora fue muy poco.
Con todo, nótese que ambos soportes defensivos giran en torno a una misma idea, no otra que el factor tiempo; sin embargo el Tribunal se ve precisado a recordar que si bien la temprana o tardía aceptación juega un papel importante para la estimación del porcentaje, quizá el más relevante, no es el único a tener en consideración, porque un vistazo a lo que al respecto se ha dejado consignado por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, existen otros de particular incidencia. 

Basta citar, para poner punto final a estas inquietudes, que la Corte en Sentencia del veintiuno (21) de febrero de 2007, radicación 25.726, M.P. Marina Pulido de Barón, analizó una situación idéntica a la que aquí nos convoca, y obsérvese lo que se dijo: “es razonable concluir que corresponde al fallador determinar la proporción en la cual rebajará la pena. En tal labor, es de su resorte tener en cuenta, como ya lo ha precisado la Sala, las circunstancias posdelictuales que guarden relación con la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia en punto de la economía procesal, la celeridad y la oportunidad, tales como: la significativa economía en la actividad estatal orientada a demostrar la materialidad del delito y la responsabilidad del procesado, la importancia de la ayuda en punto de la dificultad de acreditación probatoria, la colaboración en el descubrimiento de otros partícipes o delitos, o diversos factores análogos, sin ponderar los criterios definidos por el legislador en el artículo 61 de la Ley 599 de 2000 para individualizar la pena, pues para tal momento ya fueron apreciados al establecer la sanción a la cual se aplicará la rebaja en razón del allanamiento a cargos
. Y más adelante agrega la Alta Corporación: “encuentra la Sala que, de una parte, acertó el a quo al no otorgar el máximo de rebaja punitiva, esto es, de la mitad de la pena imponible, pues es claro que si la captura de XXX se produjo en flagrancia, tal situación no demandaba de la administración de justicia un especial desgaste en su actividad investigativa y de juzgamiento, dado que con la aprehensión en dicha circunstancia se consiguió acreditar en gran medida tanto la materialidad del delito, como la responsabilidad penal del procesado, motivo por el cual, asistía a la Fiscalía una alta probabilidad de éxito en el evento de que el asunto hubiese llegado a juicio. Y, de otra, que también acertó el funcionario de primer grado al tasar la rebaja de pena en un quantum no inferior al cuarenta por ciento (40%), pues además de la captura en flagrancia, también era oportuno tener en cuenta que XXX en su primera intervención judicial aceptó de manera libre, voluntaria, espontánea y debidamente asistida los cargos que le formuló la Fiscalía durante la audiencia de imputación, lo cual se tradujo en un ahorro y economía en cuanto comporta la actividad investigativa, amén de la prescindencia del juicio, con la correspondiente definición celera del asunto.

Como vemos, la propia Corte ha dado su aval a cantidades de descuento de un 40% no obstante que la aceptación lo fue en la primera diligencia judicial.

Para el presente caso, el Tribunal encuentra que hay otro elemento adicional para justificar ese menor porcentaje de descuento y consiste en que por parte alguna se observa que JHON ALEJANDRO CARDONA haya hecho todo lo que estaba a su alcance en pro de la Justicia. Suficiente con decir que a pesar de ser dos los copartícipes involucrados, nunca se dignó mencionar a los organismos de investigación quién era ese otro personaje que logró huir con el dinero y que tenía consigo el arma de fuego a la que hizo alusión la víctima. Delación que sería de esperarse en quien se muestra en realidad arrepentido y desea que se haga justicia.
Conclusión: el porcentaje adoptado en la primera instancia como concesión por la admisión de responsabilidad, es atinado y no desborda los parámetros legales como para considerar que se ha infringido el dispositivo que lo consagra.

Fallas en el procedimiento dosimétrico
Destaca la Sala que en verdad como lo dice la defensora que impugna, en la providencia apelada no se tuvieron en cuenta los derroteros trazados por la Corte Suprema de Justicia y aún por esta misma Sala en varios pronunciamientos previos, en relación con el momento en que se deben aplicar los descuentos que proceden para los delitos contra el patrimonio económico, más concretamente cuando se produce la indemnización de los perjuicios o la restitución del objeto apropiado.

Un análisis de la redacción del artículo 269 del Código Penal, hace colegir que lo allí dispuesto, tiene aplicación como fenómeno posdelictual que no hace parte de la conducta punible y que por lo mismo no es circunstancia modificadora de los límites punitivos, es decir, no debe ser factor que se integre a esa fijación de los extremos de la sanción, sino que, debe ser tenida en cuenta una vez se ha individualizado la pena a imponer. Ha dicho la Corte al respecto:
En cambio, no se concreta esa afectación a la descripción típica y, por ende, tampoco incide en la modificación de los hitos punitivos, la circunstancia de atenuación de la pena prevista en el artículo 269 del Código Penal, común para todos los delitos contra el patrimonio económico, por la reparación, habida cuenta que esta se considera como una conducta posdelictual, que tiene incidencia sobre la sanción ya dosificada, y cuyas proporciones obrarán en consideración al momento en que se produce la reparación e indemnización de los perjuicios ocasionados.

Este planteamiento fue reiterado en posterior decisión, que trazó el camino que se debe seguir para la dosificación punitiva, trascrito a continuación y dentro del cual, aparece claro el momento en que se debe aplicar la rebaja de pena contemplada en la norma antes citada.

Concretada o individualizada la sanción, será respecto de ese quantum que se aplicarán los fenómenos posdelictuales, es decir, aquellas circunstancias fácticas, personales o procesales que se estructuran con posterioridad a la comisión de la conducta, entre las cuales caben citarse las rebajas por sentencia anticipada (CPP, art. 40), por confesión (art. 283 ídem), por reparación en los delitos contra el patrimonio económico (C.P., art. 269), por reintegro en el peculado (C.P., art 401), por retractación en el falso testimonio (art. 443 ídem), por la presentación voluntaria en la fuga de presos (art. 451 1b.), etc., cómputo con el cual habrá finalizado el procedimiento de dosificación o de individualización de la sanción a purgar por el condenado.
 (negrillas no presentes en el original)

Podríamos así decir, que para la graduación de lo concerniente a la reparación, se puede utilizar como criterio de dosificación la temprana o tardía reparación, esto es, la mayor o menor eficacia del reintegro atendido el daño causado y las condiciones personales de la víctima.
Aclarado lo anterior, se ve precisado el Tribunal a realizar de manera didáctica el ejercicio de dosificación punitiva aplicable al presente caso, porque además, buena parte de la censura de la defensa se centra en este aspecto. Pero de una vez diremos que los resultados de esa operación, antes que favorables, podrían llegar a ser desfavorables, como se verá al final de esta exposición. Para ello, se procederá de la siguiente manera:

Concordamos en cuanto los límites punitivos correspondientes a la conducta punible de hurto calificado y agravado en los términos aducidos en la acusación, parten de 48 y 120 meses de prisión, según el inciso 2º del artículo 240 del Código Penal; a los que se hace el respectivo aumento dispuesto en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, la tercera parte al mínimo para 64 meses y la mitad al máximo, lo cual arroja 180 meses. Cifra a la que se aumentan por razón de la circunstancia de agravación del artículo 241, una sexta parte para la cantidad inferior y la mitad a la superior, sumatoria que da un subtotal de 74 meses 20 días y 270 meses de prisión, respectivamente. No ofrece reparo el que se haya disminuido la mitad al mínimo y la tercera parte al máximo en aplicación de  la circunstancia de atenuación contenida en el artículo 268 ejusdem, lo cual genera que los extremos punitivos sean de 37 meses 10 días y 180 meses, respectivamente.

La variación en el proceso de dosificación, debe comenzar desde este momento como pasa a explicarse: Obsérvese que ya se han agotado las circunstancias consustanciales al delito, contenidas en el pliego de cargos y, por tanto, se hace obligado que se proceda a la determinación del ámbito de movilidad (142 meses 20 días) con miras a la obtención de los cuartos, así:
	Cuarto mínimo
	Primer Cuarto Medio
	Segundo Cuarto Medio
	Cuarto Máximo

	37.33 m – 72.995 m
	72.995 m – 108,66 m
	108,66 m – 144,352 m
	144,35 m – 180 m


Tal como lo señaló la señora falladora de instancia, la pena debe estar ubicada en el cuarto mínimo y como quiera que ella decidió apartarse de su extremo inferior y lo hizo en un porcentaje del 60.77 %, en idéntico sentido se debe proceder, tal como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia
, de tal suerte que la pena a imponer sería del orden de 60 meses.

Ahora sí, entran a formar parte del proceso dosimétrico todos aquellos eventos verificados con posterioridad a la comisión de la conducta punible, es decir, los fenómenos posdelictuales ya citados. En ese sentido, debe tenerse en cuenta que el artículo 269 del Código Penal, autoriza una disminución que va desde la mitad (1/2) hasta las tres cuartas (3/4) partes DE LA PENA imponible, razón por la cual el Tribunal estima pertinente otorgar el mayor descuento en virtud de la indemnización de la cual fue objeto el sujeto pasivo de la acción delictiva y en atención a que la misma se cumplió en los albores de la investigación. Así las cosas, la disminución será de 45 meses y por consiguiente, la sanción queda en 15 meses. Finalmente, a este guarismo se le resta un cuarenta (40%) por la aceptación de la imputación, con lo cual la pena definitiva que debe descontar el justiciable es del orden de 9 meses.

Como se vio, coincidencialmente el resultado obtenido es el mismo al que llegó la Jueza a quo, empero, podría no haber sido así, debido a que se debe tener en consideración si la indemnización fue total o parcial, al igual que el momento en que se produce el resarcimiento de los perjuicios, con lo cual, la reducción pudo haber sido inferior a la esperada por la parte que recurre, en cuyo caso nos veríamos obligados a aplicar la prohibición de la no reformatio in pejus para no perjudicar al apelante único -en nuestro caso el procesado asistido por su defensora-.
Finalmente, el planteamiento hecho por la apoderada en cuanto a que la disminución por la reparación debe hacerse luego de calculada la rebaja por aceptación de cargos, es irrelevante, por cuanto para ese caso específico el orden de los factores no altera el producto. Mírese que si se parte de la pena dosificada, 60 meses, y se le disminuye el 40 %, obtendremos 36 meses de prisión, y si a estos le disminuimos las tres cuartas (3/4) partes -27-, la pena final -9 meses de prisión- permanece invariable. 
Corolario, se impone la confirmación de la providencia apelada, con las observaciones aquí plasmadas.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

� Sentencia del 29 de junio de 2006. Rad. 24529.


� CSJ, Cas. Penal. Sent. abr. 24/2003. Rad. 18856. M.P. Jorge Aníbal Gómez Gallego. Esta misma tesis ya había sido expuesta por el mismo Magistrado GÓMEZ GALLEGO, en artículo titulado “Dosificación Punitiva”, en revista Estudios sobre los Nuevos Códigos Penales, Fundación General de la Universidad de Salamanca, sede Colombia, Bogotá, 2001, pg.154.


� CSJ, Cas. Penal. Sent. mayo 27/2004. Rad. 20642. M.P. Alfredo Gómez Quintero





� Al ser tasada la pena en 15 meses, los casi 6 meses adicionados al extremo inferior del cuarto mínimo -9.33 meses- corresponden a un 60.77%. Para el presente evento, el cálculo sería 37.33 m + 22.68 m = 60 meses. Esto, en seguimiento de la línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, que se puede ver por ejemplo, en la sentencia de Tutela de 1ª instancia del 25-04-2006, Rad. 25938, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.
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